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CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE,

LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA


ORDEN DEL DÍA DE LA CUARTA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
  20 DE ENERO DEL AÑO 2012.


1.- LISTA DE ASISTENCIA DE LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA.

2.- LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA PROPUESTO PARA EL DESARROLLO DE ESTA SESIÓN.

3.- LECTURA, DISCUSIÓN Y, EN SU CASO, APROBACIÓN DE LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR.

4.- LECTURA DEL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO.

5.- LECTURA DE INICIATIVAS DE REFORMA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO:
A.- PRIMERA LECTURA DE UNA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN RELACIÓN CON LAS MATERIAS DE SEGURIDAD PÚBLICA Y PROCURACIÓN DE JUSTICIA, PLANTEADA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.

6.- PROPOSICIONES DE GRUPOS PARLAMENTARIOS Y DIPUTADOS:
A.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO FERNANDO DE LA FUENTE VILLARREAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE “SOLICITUD A LA JUNTA DE GOBIERNO A QUE DESIGNE UNA COMISIÓN DE DIPUTADOS PARA VISITAR LOS EJIDOS DE LA REGIÓN DESÉRTICA DE LOS MUNICIPIOS DE CUATRO CIÉNEGAS Y OCAMPO, PARA CONOCER DIRECTAMENTE LA SITUACIÓN EN QUE SE ENCUENTRAN LOS HABITANTES DE ESTOS LUGARES, ELABOREN UN INFORME PARA ESTAR EN POSIBILIDAD DE APOYAR SUS GESTIONES Y PROMOVER MEJORAS A SUS CONDICIONES DE VIDA”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

B.-  INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANÍA SOLICITE AL SECRETARIO DE FINANZAS DE LA ENTIDAD, UN INFORME DETALLADO SOBRE EL FRAUDE COMETIDO POR EMPLEADOS DEL SATEC (HOY ADMINISTRACIÓN FISCAL GENERAL) EN CONTRA DE CIUDADANOS DE LA REGIÓN CENTRO; ASIMISMO, QUE SE  ENVÍE UN ATENTO EXHORTO A LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO, PARA QUE AHONDE EN LAS AVERIGUACIONES PREVIAS CORRESPONDIENTES EN RELACIÓN A LOS HECHOS QUE AQUÍ SE MENCIONAN; Y, QUE SE  SOLICITE A LA SECRETARÍA DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS, LA INVESTIGACIÓN CORRESPONDIENTE DE CONFORMIDAD A LAS FACULTADES QUE LA LEY LE OTORGA”. 

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

C.-  INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANÍA ACUERDE QUE, POR CONDUCTO DE LA JUNTA DE GOBIERNO, SEA CONFORMADA UNA COMISIÓN ESPECIAL Y PLURAL, QUE SE ENCARGUE DE LOS TRABAJOS SIGUIENTES: 1) EVALUAR EL DESEMPEÑO EN LO GENERAL DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DESDE QUE FUE CREADA LA LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR DE LA ENTIDAD; 2) ANALIZAR LAS CAUSAS VERDADERAS POR LA QUE AÚN SIGUEN SIN DICTAMINARSE Y RESOLVERSE EN DEFINITIVA CUENTAS PÚBLICAS DE DIVERSAS ENTIDADES Y ÉPOCAS; 3) REVISAR LA EFICACIA DEL ORDENAMIENTO ANTES CITADO (LEY DE FISCALIZACIÓN SUPERIOR…) EN CUANTO A LOS OBJETIVOS PARA LOS QUE FUE CREADO Y, EN RELACIÓN A LOS PRINCIPIOS QUE DEBEN IMPERAR EN LA REVISIÓN Y FISCALIZACIÓN DE LAS CUENTAS PÚBLICAS; Y 4) PROPONER LAS REFORMAS NECESARIAS DE ACUERDO A LOS RESULTADOS DE LOS TRABAJOS ANTES MENCIONADOS”.

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

D.-  INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA CONJUNTAMENTE CON EL DIPUTADO EDMUNDO GÓMEZ GARZA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, “CON OBJETO DE QUE ESTA SOBERANÍA INSTRUYA A LA JUNTA DE GOBIERNO PARA QUE EN UN PLAZO NO MAYOR A 15 DÍAS NATURALES, REALICE LAS ACCIONES DE RIGOR PARA CONFORMAR UNA COMISIÓN ESPECIAL, QUE SE ENCARGUE DE DAR SEGUIMIENTO AL TEMA DE LA DEUDA DE COAHUILA, SUS IMPLICACIONES, LAS INVESTIGACIONES EN CURSO Y EL DESTINO Y APLICACIÓN DE LOS RECURSOS OBTENIDOS CON LOS EMPRÉSTITOS ADQUIRIDOS. ASÍ COMO DE MANTENER UNA ESTRECHA COMUNICACIÓN Y COLABORACIÓN CON LAS AUTORIDADES INVESTIGADORAS A FIN DE QUE ESTA LEGISLATURA PUEDA CONTAR CON INFORMACIÓN VERAZ Y OPORTUNA PARA LOS EFECTOS QUE SE ESTIMEN PERTINENTES”. 

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

E.- INTERVENCIÓN DEL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMOCRATA DE COAHUILA, PARA PLANTEAR UNA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO POR LA QUE SE SOLICITA “SE ENVÍE UNA EXCITATIVA AL CONSEJO DE LA JUDICATURA PARA QUE REMITA AL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO LA TERNA DE LOS CANDIDATOS MAGISTRADOS A INTEGRAR EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CON LA FINALIDAD DE DAR VIGENCIA EN LO ESTIPULADO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA EN EL ARTÍCULO 138, ASÍ COMO LO ESTABLECIDO EN EL TÍTULO TERCERO, CAPÍTULO IV TER DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LO RELACIONADO CON EL FUNCIONAMIENTO DEL CITADO TRIBUNAL”.   

DE URGENTE Y OBVIA RESOLUCIÓN

F.- PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO DEL DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMOCRATA DE COAHUILA, “PARA QUE ESTE H. CONGRESO DEL ESTADO SOLICITE A LA SECRETARÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA Y A LA ADMINISTRACIÓN FISCAL GENERAL ANTES SATEC, RINDA UN INFORME A ESTE CONGRESO SOBRE LA INVESTIGACIÓN QUE EN RELACIÓN AL FRAUDE COMETIDO EN CONTRA DE CIUDADANOS MONCLOVENSES EN EL COBRO DE SUS DERECHOS VEHICULARES, SE ESTÁ PRACTICANDO Y DEL CUAL SE DIO CUENTA A TRAVÉS DE DIVERSOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN Y PARTICULARMENTE DE LA REGIÓN CENTRO”.   

G.- PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL DIPUTADO FERNANDO DE LA FUENTE VILLARREAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “PROFESORA DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “PARA SOLICITAR QUE SE PUBLIQUE EN EL PORTAL DE INTERNET DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA, LAS EXPOSICIONES DE MOTIVOS QUE SE TENGAN EN LOS ARCHIVOS DE TODAS LAS LEYES ESTATALES VIGENTES, ASÍ COMO EL NOMBRE DE QUIENES PRESENTARON LAS INICIATIVAS”.

7.- CLAUSURA DE LA SESIÓN Y CITATORIO PARA LA PRÓXIMA SESIÓN.

MINUTA DE LA TERCERA SESIÓN DEL PRIMER PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES ASÍ COMO DEL PERÍODO DE INSTALACIÓN, DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO, SIENDO LAS 11:06 HORAS, DEL DÍA 13 DE ENERO DE 2012, ESTANDO PRESENTES 25 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, DIO INICIO LA SESIÓN DE LA SIGUIENTE MANERA:

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS QUE FUE PRESENTADA.

2.- SE DIO LECTURA A LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EN LOS TÉRMINOS EN QUE FUE PRESENTADA.

3.- LA PRESIDENCIA MANIFESTÓ QUE LA JUNTA DE GOBIERNO ACORDÓ PROPONER EL NOMBRAMIENTO DEL C. LICENCIADO FRANCISCO JAVIER RANGEL CASTRO, PARA DESEMPEÑAR EL CARGO DE OFICIAL MAYOR DEL CONGRESO DURANTE EL EJERCICIO DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL ESTADO DE COAHUILA, MISMO QUE PUSO A CONSIDERACIÓN DEL PLENO Y, NO HABIENDO INTERVENCIONES, SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS DICHO NOMBRAMIENTO.

4.- LA PRESIDENCIA MANIFESTÓ QUE LA JUNTA DE GOBIERNO ACORDÓ PROPONER EL NOMBRAMIENTO DEL C. LICENCIADO FRANCISCO JAVIER Z´CRUZ SILLER, PARA DESEMPEÑAR EL CARGO DE TESORERO DEL CONGRESO DURANTE EL EJERCICIO DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL ESTADO DE COAHUILA, MISMO QUE PUSO A CONSIDERACIÓN DEL PLENO Y, NO HABIENDO INTERVENCIONES, SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS DICHO NOMBRAMIENTO.

5.- EN SEGUIDA, LA PRESIDENCIA CONCEDIÓ LA PALABRA A LOS DIPUTADOS SAMUEL ACEVEDO FLORES, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA; EVARISTO LENIN PÉREZ RIVERA, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA; NORBERTO RÍOS PÉREZ, DEL PARTIDO PRIMERO COAHUILA; SIMÓN HIRAM VARGAS HERNÁNDEZ, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA; JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO; FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL; Y  ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, PARA EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DEL POSICIONAMIENTO DE SUS PARTIDOS, CON MOTIVO DEL INICIO DEL EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

6.- POSTERIORMENTE, LA PRESIDENCIA INFORMÓ QUE SE HABÍA CUMPLIDO CON EL DESAHOGO DE LOS ASUNTOS QUE DEBÍAN ATENDERSE DURANTE EL PERIODO DE INSTALACIÓN DE LA QUINCUAGÉSIMA NOVENA LEGISLATURA, Y PROCEDIÓ A DECLARAR LA CONCLUSIÓN DEL MISMO, DISPONIENDO TAMBIÉN QUE SE EXPIDIERA EL ACUERDO EN QUE SE DIERA CUENTA DE LO ANTERIOR, ASÍ COMO QUE ESTO SE INFORMARA OFICIALMENTE A LOS PODERES DEL ESTADO.

NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN A LAS 12:27 HORAS DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS PARA SESIONAR A LAS 11:00 HORAS , DEL VIERNES 20 DE ENERO DE 2012.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 13 DE ENERO DE 2012

DIP. ELISEO FRANCISCO MENDOZA BERRUETO.

PRESIDENTE.

	DIP. JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE.
	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ.

	SECRETARIO
	SECRETARIO


INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN

RECIBIDA POR EL CONGRESO DEL ESTADO

20 DE ENERO DE 2012

1.- INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EN RELACIÓN CON LAS MATERIAS DE SEGURIDAD PÚBLICA Y PROCURACIÓN DE JUSTICIA, PLANTEADA POR EL LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

A DISPOSICIÓN DE LA PRESIDENCIA DE LA MESA DIRECTIVA PARA EL TRÁMITE QUE DISPONE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA Y LA LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO. 

2.- INICIATIVA DE DECRETO QUE PRESENTA UNA SERIE DE MODIFICACIONES A LA LEY DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EL CÓDIGO PENAL DE COAHUILA Y EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES DE COAHUILA, PLANTEADA POR EL LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA.
3.- INICIATIVAS PRESENTADAS POR EL LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, CON RELACION A:

- CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

- INICIATIVA DE LEY PARA LA PREVENCIÓN SOCIAL DE LA VIOLENCIA Y LA DELINCUENCIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

- INICIATIVA DE LEY PARA LA REGULACIÓN DE LA VENTA Y CONSUMO DE ALCOHOL EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

- INICIATIVA DE DECRETO QUE PRESENTA DIVERSAS MODIFICACIONES A LA LEY DE TURISMO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

- INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY ESTATAL DE EDUCACIÓN.

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA.
4.- INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY DE PLANEACIÓN PARA EL DESARROLLO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR EL LICENCIADO RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ, GOBERNADOR DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNESE A LAS COMISIONES UNIDAS DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA Y FOMENTO ECONÓMICO Y TURISMO.
5.- PRESUPUESTOS DE EGRESOS PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2012, CORRESPONDIENTES A LOS MUNICIPIOS DE ABASOLO, ALLENDE, CUATRO  CIÉNEGAS, JUÁREZ, LAMADRID, NADADORES, SABINAS, SAN PEDRO, VIESCA, VILLA UNIÓN Y ZARAGOZA, COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNENSE A LAS COMISIONES DE FINANZAS Y HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA.
6.- PRESUPUESTO DE EGRESOS PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2012, CORRESPONDIENTE AL SISTEMA MUNICIPAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, DE VIESCA, COAHUILA DE ZARAGOZA.

TÚRNESE A LAS COMISIONES DE FINANZAS Y HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA.
7.- TABLA DE VALORES UNITARIOS DE SUELO Y CONSTRUCCIÓN, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2012, DEL MUNICIPIO DE PIEDRAS NEGRAS, COAHUILA DE ZARAGOZA.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS.
8.- CUENTA PÚBLICA DEL CONGRESO DEL ESTADO, CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO FISCAL 2011.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA.
9.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE NADADORES, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA EL REGLAMENTO DE SEGURIDAD PÚBLICA, TRÁNSITO Y VIALIDAD 2012, ASÍ COMO, EL REGLAMENTO DE ALCOHOLES 2012.

DE ENTERADO.
10.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE SACRAMENTO, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA EL REGLAMENTO DE SEGURIDAD PÚBLICA, TRÁNSITO Y VIALIDAD 2012.

DE ENTERADO.
11.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA LA VALIDACIÓN DEL ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO DE DICHO MUNICIPIO, PARA ENAJENAR A TÍTULO ONEROSO UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE TOTAL DE 13,849.63 M2 UBICADO EN LA COLONIA MESA DE ARIZPE, DE ESTA CIUDAD.

TURNENSE A LA COMISIÓN DE FINANZAS.
12.- OFICIO DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE FRANCISCO I. MADERO, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL COMUNICA QUE EN SESIÓN DE CABILDO CELEBRADA POR DICHO MUNICIPIO SE ACORDÓ CAMBIAR EL NOMBRE DEL DEPARTAMENTO DE FOMENTO AGROPECUARIO, POR EL DE DEPARTAMENTO DE DESARROLLO RURAL MUNICIPAL.
DE ENTERADO.
13.- COPIA DE UN ESCRITO DIRIGIDO AL EJECUTIVO DEL ESTADO, PRESENTADO POR EL LIC. SAMUEL GONZÁLEZ  PÉREZ, PRESIDENTE DE ALIANZA DE ORGANIZACIONES SOCIALES DE TORREÓN, COAHUILA, CON RELACION AL PAGO EN PARCIALIDADES DE TENENCIAS Y LICENCIAS DE CONDUCIR.

DE ENTERADO.
14.-  OFICIO DEL TITULAR DE LA DELEGACIÓN FEDERAL EN COAHUILA, DE LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES, MEDIANTE EL CUAL CONVOCA AL CONGRESO DEL ESTADO A QUE DESIGNE UN REPRESENTANTE PARA EL PROCESO DE RENOVACIÓN DEL CONSEJO CONSULTIVO DE DESARROLLO SUSTENTABLE DEL ESTADO DE COAHUILA, DURANTE EL PERÍODO 2011-2014.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE SALUD, MEDIO AMBIENTE, RECURSOS NATURALES Y AGUA, A FIN DE QUE SE FORMULE UNA PROPUESTA PARA DICHA DESIGNACIÓN .
15.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL Y SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN EL QUE SE ENVÍA UNA INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE LA CUAL SE AUTORIZA AL AYUNTAMIENTO DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUE CONTRATE CON LA INSTITUCIÓN FINANCIERA QUE LE OFREZCA LAS MEJORES CONDICIONES CRÉDITICIAS, UN CRÉDITO HASTA POR LA CANTIDAD DE $170,600,000 (CIENTO SETENTA MILLONES, SEISCIENTOS MIL, PESOS 00/100 M.N.), MÁS ACCESORIOS FINANCIEROS CORRESPONDIENTES, A UN PLAZO MÁXIMO DE 15 AÑOS.
TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS.
16.- OFICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE ACUÑA, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA UNA INICIATIVA DE DECRETO PARA DESINCORPORAR DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL, UN BIEN INMUEBLE EN EL QUE SE UBICAN 520 LOTES DE TERRENO, CON UNA SUPERFICIE TOTAL DE 146,846.27 M2, UBICADOS EN LA COLONIA SANTA MARTHA DE ESA CIUDAD, PARA ENAJENARLOS A TÍTULO ONEROSO A FAVOR DE SUS POSESIONARIOS.

TÚRNENSE A LA COMISIÓN DE FINANZAS.
17.- OFICIOS ENVIADOS POR EL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DE ARTEAGA, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL ENVÍA MODIFICACIONES A LOS PRESUPUESTOS DE INGRESOS Y EGRESOS PARA EL EJERCICIO FISCAL 2012.

TÚRNENSE A LAS COMISIONES DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA Y DE FINANZAS.
18.- OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL SE INFORMA SOBRE LA ELECCIÓN DE LA MESA DIRECTIVA QUE ESTARÁ EN FUNCIONES DURANTE EL PERÍODO COMPRENDIDO DEL 16 DE DICIEMBRE DE 2011 AL 30 DE ABRIL DE 2012 Y CUYO PRESIDENTE SERÁ EL DIPUTADO GUADALUPE ACOSTA NARANJO.

DE ENTERADO.
19.- OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL SE COMUNICA UN PUNTO DE ACUERDO, EN EL QUE SE SOLICITA PROCURAR EL DESTINO DE RECURSOS PRESUPUESTALES, PARA PREVENIR Y COMBATIR LA TRATA DE PERSONAS, ASÍ COMO PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA DE LAS VÍCTIMAS DE ESTE DELITO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS VULNERABLES.
20.- OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL SE COMUNICA UN PUNTO DE ACUERDO, EN EL QUE SE SOLCITA A LOS PODERES LEGISLATIVOS ESTATALES, PARA QUE CAPACITEN A SU PERSONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES Y DE PERSPECTIVAS DE GÉNERO.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE EQUIDAD Y GÉNERO.
21.- OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL SE  COMUNICA UN PUNTO DE ACUERDO, EN EL QUE SE SOLICITA MEJORAR LAS CONDICIONES REGULATORIAS RELATIVAS AL PROCESO DE LAS MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS, PARA QUE ÉSTAS CUENTEN CON UN MEJOR AMBIENTE DE NEGOCIOS.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FOMENTO ECONÓMICO Y TURISMO.
22.- OFICIO DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, MEDIANTE EL CUAL SE COMUNICA UN PUNTO DE ACUERDO, EN EL QUE SE SOLICITA QUE SE ESTABLEZCA LA IMPARTICIÓN DE UN CURSO DE EDUCACIÓN VIAL, COMO REQUISITO PARA LA EXPEDICIÓN DE LICENCIAS DE CONDUCIR. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTE.
23.- OFICIO DEL SENADO DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SE COMUNICA UN PUNTO DE ACUERDO, EN EL QUE SE SOLICITA QUE LAS INSTANCIAS CORRESPONDIENTES, GARANTICEN LA TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS EN EL EJERCICIO DE LOS RECURSOS PÚBLICOS.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA.   

24.- OFICIO DEL SENADO DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SE COMUNICA UN PUNTO DE ACUERDO, EN EL QUE SE SOLICITA QUE SE LLEVE A CABO LA ADECUACIÓN DEL MARCO JURÍDICO LOCAL EN RELACIÓN CON LA LEY GENERAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA LA ATENCIÓN, CUIDADO Y DESARROLLO INTEGRAL INFANTIL.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS VULNERABLES.
25.- OFICIO DEL SENADO DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SE COMUNICA UN PUNTO DE ACUERDO, EN EL QUE SE SOLICITA LA REVISIÓN DE LA LEGISLACIÓN ESTATAL EN MATERIA ELECTORAL CON PERSPECTIVA DE GÉNERO Y SE INCLUYA LA ACCIÓN AFIRMATIVA DENOMINADA CUOTA DE GÉNERO 60-40, HASTA LLEGAR A LA PARIDAD.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE EQUIDAD Y GÉNERO.
26.- OFICIO QUE SUSCRIBEN LOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN ORGANIZADORA DE LA CONMEMORACIÓN DEL BICENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE CÁDIZ, MEDIANTE EL CUAL SE INVITA A PARTICIPAR EN LOS EVENTOS QUE SE LLEVARÁN A CABO PARA LA CELEBRACIÓN DE DICHO ACONTECIMIENTO, EN LA CIUDAD DE MÉXICO LOS DÍAS 7, 8 Y 9 DE FEBRERO DE 2012.

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE CULTURA Y ACTIVIDADES CÍVICAS.   

27.- OFICIO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE ZACATECAS, MEDIANTE EL CUAL SE SOLICITA A ESTA LEGISLATURA, QUE EXPRESE SU APOYO A UN EXHORTO FORMULADO POR LA COMISIÓN PERMANENTE DEL CONGRESO DE LA UNIÓN AL TITULAR DEL PODER EJECUTIVO FEDERAL, A FIN DE QUE SE BUSQUEN LOS MECANISMOS DE COLABORACIÓN Y ENTENDIMIENTO, PARA RESOLVER EL DIFERENDO DERIVADO DE LA APROBACIÓN DE UN DECRETO QUE AUTORIZA AL EJECUTIVO FEDERAL, A INTEGRAR UN FONDO ESPECIAL DESTINADO A ATENDER DAÑOS POR CONTINGENCIAS CLIMATOLÓGICAS EN DIVERSAS ENTIDADES FEDERATIVAS DEL PAÍS. 

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FOMENTO AGROPECUARIO.
28.- ESCRITO QUE SUSCRIBEN LOS INTEGRANTES DEL COMISARIADO EJIDAL Y DEL CONSEJO DE VIGILANCIA DEL EJIDO “SANTA MÓNICA” DEL MUNICIPIO DE GUERRERO, COAHUILA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN QUE NO SE VALIDE NINGÚN ACUERDO QUE PERMITA AL AYUNTAMIENTO DE ESE MUNICIPIO, DISPONER DEL PREDIO DENOMINADO “EL PELILLAL”, SOBRE EL CUAL MANIFIESTAN TENER DERECHOS DE PROPIEDAD Y POSESIÓN POR MÁS DE 60 AÑOS.   

TÚRNESE A LA COMISIÓN DE FINANZAS.
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA suscrita por EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBéN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.  

El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 6 y 9 Apartado A, fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 144 fracción II y 145 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de ese Honorable Congreso la presente iniciativa con proyecto de decreto, que modifica diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de  Zaragoza, en relación con las materias de seguridad pública y procuración de justicia, bajo la siguiente: 

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S
Coahuila, al igual que el resto de las entidades federativas que integran la Nación, ha resentido el efecto adverso de las conductas generadas por la delincuencia. Ante ello, las administraciones públicas estatales continuamente proponen esquemas de organización para mejorar la atención y combate a los fenómenos delictivos que afectan el orden público y ponen en riesgo la seguridad de las personas.

Día a día, la violencia con que actúan los delincuentes es mayor y se puede convertir en una amenaza real contra nuestros derechos y bienestar. Nuestro estado cuenta con un amplio marco normativo en materia de seguridad pública y procuración de justicia y con instituciones públicas especializadas para dar atención a la investigación y persecución de los delitos, sin embargo es necesario realizar una serie de adecuaciones que aseguren la eficacia en la consecución de los fines que, tanto leyes como instituciones, persiguen.

La procuración de justicia es una labor extraordinariamente compleja y delicada, porque implica la posible afectación de derechos humanos de especial relevancia, tales como la libertad y la seguridad jurídica de las personas. Ante ello, las instituciones encargadas de esta tarea deben ser las no sólo las primeras en respetar y proteger los derechos y libertades de los ciudadanos, sino sus principales promotoras.

La pasada administración, presentó ante esa honorable asamblea un modelo de procuración de justicia y seguridad pública unitario, a través de la creación de la Fiscalía General del Estado
 como la dependencia en la que se concentraron todas las áreas relacionadas con la materia. Esta institución fue diseñada para operar bajo el esquema de organismo de la administración pública central, con autonomía constitucional técnica, operativa y de criterio jurídico. 

Las circunstancias que se presentaron entre 2007 y 2009 en que se hizo evidente el grado de violencia y capacidad de operación de la delincuencia organizada y su impacto en la delincuencia común, así como la debilidad y obsolescencia de las instituciones de seguridad y procuración de justicia, hicieron ver la necesidad de conformar un aparato de seguridad y procuración de justicia sólido y con unidad de mando, autonomía y un esquema operativo que favoreciera el aprovechamiento óptimo de los medios para hacer frente a la problemática, con el mayor despliegue coordinado de los recursos existentes. 

En el esquema propuesto para la Fiscalía General del Estado, se consideró pertinente la fusión de las atribuciones en materia de procuración de justicia y de seguridad pública en un sólo órgano, para sentar las bases de un crecimiento óptimo y eficiente con bases organizativas sólidas, con visión compartida y un claro enfoque hacia las necesidades y requerimientos que planteaban las condiciones en que se vive la lucha cotidiana contra la inseguridad, la violencia y la delincuencia.

Sin embargo, la procuración de justicia se refiere a labores propias de investigación y persecución de delitos consumados es decir, de aquellos que habiéndose producido, reclaman acciones por parte del Estado a efecto de que sus autores no queden impunes. En cambio, las funciones de seguridad pública se refieren a la elaboración, instrumentación y ejecución de todos los planes programas, políticas y acciones encaminadas a la coordinación entre instituciones, la articulación de esfuerzos y la suma de capacidades para controlar la violencia, reducir espacios a la delincuencia y recuperar la tranquilidad y la paz públicas en todas las ciudades del estado, y deben llevarse a cabo por instituciones especializadas.

Ahora bien, la consideración de que las funciones en materia de procuración de justicia se deben mantener en su área sin que se involucren con otras que tienen que ver con la seguridad pública, se justifica debido a que, tanto la investigación del delito como su prevención, entrañan singular complejidad. De ahí que estas funciones se regulen por separado en la Constitución General de la República y se ejerzan por diferentes órganos altamente especializados para desempeñarlas.  

A fin de dar respuesta a la creciente necesidad de garantizar el irrestricto respeto de los derechos humanos y a su vez abordar y enfrentar el importante reto que entraña la transformación de nuestro actual sistema procesal penal, para arribar con éxito a la construcción de un nuevo sistema acusatorio y adversarial basado en los juicios orales, al tiempo que estructuremos un sistema de seguridad eficiente y eficaz para atender los graves problemas de seguridad pública que vive el país, consideramos pertinente establecer una distinción institucional entre las dependencias encargadas de la seguridad pública y la procuración de justicia. 

Para ello, planteamos retomar la figura de la Procuraduría General de Justicia como la dependencia en que se integra la institución del Ministerio Público y sus auxiliares directos, conservando los avances y aspectos positivos que resultaron de la creación de la Fiscalía General del Estado, tales como: la autonomía del Ministerio Público; la facultad de que a través de su titular puedan presentarse iniciativas de ley en las materias de su competencia y que ésta institución pueda expedir su reglamentación; la profesionalización en el servicio; y el fortalecimiento de la representación social como autoridad investigadora, entre otros aspectos. Esto con una clara orientación a transformar y modernizar a la Procuraduría con miras a consolidarla como el órgano altamente especializado en la conducción juridica de las investigaciones y en la persecución de los delitos ante los jueces, que exige la correcta implementación del nuevo sistema de justicia penal.
Respecto a las funciones en materia de seguridad pública, la presente iniciativa propone un nuevo esquema en el que eleva a rango constitucional y se establecen las directrices y contenido del Sistema de Seguridad Pública del Estado y prevé que las funciones de seguridad pública estarán a cargo de una dependencia de la administración pública estatal, denominada Secretaría de Seguridad Pública, con naturaleza de órgano centralizado del poder ejecutivo.

En función de ello, la propuesta que hoy presentamos, atiende específicamente la necesidad de reestructurar las disposiciones constitucionales que a su vez sirvan como base para la adecuación a las leyes secundarias que de esta modificación se deriven.

Con lo anterior, nos proponemos establecer una reestructura en las bases constitucionales para la atención por parte del Estado del rubro de procuración de justicia y seguridad pública, buscando mejorar los mecanismos de funcionalidad en las instituciones públicas y con ello, lograr mejores condiciones de paz, seguridad jurídica, armonía y justicia a las que todos tenemos derecho, en función de lo previsto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los instrumentos internacionales y en nuestro marco normativo estatal.

Por lo expuesto anteriormente y con el objeto de que esta reforma sea el pilar en el que se soporten las adecuaciones legislativas y materiales que sean necesarias, me permito someter a esa Honorable Legislatura para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de:
D E C R E T O

ARTÍCULO ÚNICO. Se modifican la fracción IV del artículo 36, el párrafo segundo del artículo 53, la fracción VIII del artículo 59, el segundo párrafo de la fracción XVII y la fracción XXVIII del artículo 67, la fracción V del artículo 76, el párrafo segundo del artículo 89, el artículo 92, la denominación de la Sección Primera del Capítulo V del Título Cuarto “De la Seguridad Pública”, 108, 109, 110, 111, 112, la denominación de la Sección Segunda del Capítulo V del Título Cuarto “De la Procuración de Justicia”,  113, 114, 115, el numeral 1 del párrafo cuarto de la Fracción I y el inciso a) del numeral 1 del párrafo segundo de la Fracción II, del artículo 158, 159, párrafo primero del artículo 163 y los párrafos primero y tercero del artículo 165, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

Artículo 36. …
I a III. …

IV. No ser Secretario de la Administración Pública Estatal, Procurador General de Justicia del Estado, Magistrado del Poder Judicial, Presidente Municipal, Síndico o Regidor, Consejero o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, titular de algún organismo descentralizado, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana, ni secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria.

Artículo 53. …

El Congreso del Estado, podrá solicitar del gobernador la comparecencia de los secretarios del ramo, así como la de quienes dirijan entidades paraestatales, para que informen cuando se discuta una ley, o se estudie un asunto concerniente a sus respectivos ramos o actividades. Asimismo, podrá solicitar la comparecencia del Procurador General de Justicia del Estado.
Artículo 59. …

I a VII. …

VIII. A la Procuraduría General de Justicia en todo lo concerniente a sus funciones y competencias. La Iniciativa se presentará por conducto del Procurador General de Justicia del Estado.

Artículo 67. …

I. a XVI. …

XVII. …

Igualmente, ratificar, el nombramiento que el titular del ejecutivo haga del Procurador General de Justicia del Estado y, en su caso, acordar su remoción, siempre que concurra alguna de las causales de procedencia previstas en esta Constitución y leyes aplicables.  

XXVIII. Expedir la ley que organice al Ministerio Público y sus auxiliares.
XXIX. a XLIX. …
Artículo 76. …

I. a IV. …

V. No ser secretario de la administración pública estatal, Procurador General de Justicia del Estado, magistrado del Poder Judicial, presidente municipal, síndico o regidor, consejero o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, titulares de los organismos descentralizados, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto, ni secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria.

VI. a VII. …

Artículo 89. …

El Procurador General de Justicia del Estado, podrá concurrir ante el Congreso cuando las leyes que se discutan sean de su competencia.

Artículo 92. Los reglamentos interiores de cada una de las secretarías del ramo serán expedidos por el Gobernador del Estado y en ellos se determinarán las atribuciones de sus unidades administrativas.

Los reglamentos que requiera la procuración de justicia para hacerla pronta y expedita, deberán tener como principios rectores el respeto a los derechos humanos de las víctimas, de los indiciados y los probables responsables de los delitos, teniendo el Procurador General de Justicia la facultad de expedirlos, en los términos que disponga la ley que rija su función. 

CAPITULO V

De la Seguridad Pública y la Procuración de Justicia

Sección Primera

De la Seguridad Pública

Artículo 108.- La seguridad pública es una función a cargo de la federación, el estado y los municipios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos y comprende la prevención especial y general de los delitos, su investigación y persecución,  la reinserción social del sentenciado, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en esta Constitución. 

La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, imparcialidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, transparencia y respeto a los derechos humanos.

El Estado desarrollará políticas en materia de prevención social de la delincuencia con carácter integral, sobre las causas que generan violencia, adicciones, la comisión de delitos y otras conductas antisociales, así como programas y acciones para fomentar en la sociedad valores culturales y cívicos, que induzcan el respeto a la legalidad y a la protección de las víctimas.
ARTICULO 109.- Para el cumplimiento de la función de seguridad pública la ley establecerá una secretaría especializada en la materia y conformará el Sistema Estatal de Seguridad Pública, como instancia de coordinación de los tres órdenes de gobierno con amplia participación social.

Las instituciones encargadas de la seguridad pública serán de carácter civil, disciplinado y profesional.

El Sistema Estatal de Seguridad Pública estará sujeto a las bases siguientes:

I. Formulará políticas públicas integrales, sistemáticas, continuas y evaluables,   tendientes a prevenir la comisión de delitos y otras conductas antisociales;

II. Propiciará la coordinación de los órdenes de gobierno estatal, municipal y federal, para la vinculación y el mejor desarrollo de la función de seguridad pública;

III. Normará el sistema de desarrollo policial del estado y los municipios, mediante el servicio profesional de carrera, la certificación y el régimen disciplinario;

IV. Establecerá y actualizará permanentemente las bases de datos criminalísticos y de personal de las instituciones de seguridad pública y seguridad privada, a fin de que ninguna persona pueda ingresar al servicio si no ha sido debidamente certificada y registrada en el sistema;

V.  Garantizará la participación de la sociedad civil en los procesos de elaboración y evaluación de las políticas públicas de prevención del delito y de la delincuencia, así como de las instituciones de seguridad pública;

VI. Verificará que los fondos destinados a seguridad pública, se utilicen única y exclusivamente para esos fines; 

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales del estado y los municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad jurisdiccional laboral resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

Las autoridades estatal y municipales, instrumentarán sistemas complementarios de seguridad social para el personal del Ministerio Público, de las corporaciones policiales y de los servicios periciales y de sus familias y dependientes.

ARTICULO 110.- El Gobierno del Estado y los ayuntamientos, podrán celebrar convenios de coordinación para formular planes, desarrollar programas y ejecutar acciones de manera conjunta a fin de lograr los objetivos en materia de seguridad pública. 

Cuando a juicio de un ayuntamiento sea necesario, porque no cuente con suficientes y adecuados recursos humanos o de equipamiento, podrá  celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo de la prestación del  servicio de seguridad pública o bien se ejerza coordinadamente por ambos. 

En caso de ocurrir situaciones graves que pongan en riesgo el orden y la paz pública de una comunidad, el Estado de manera oficiosa o a petición del propio municipio, podrá asumir el mando temporal de la policía preventiva municipal a través de la dependencia competente, hasta en tanto se restablezcan las condiciones de normalidad. 

Frente a una situación de emergencia, natural o humana, que rebase las posibilidades de los municipios afectados, el mando y la coordinación de las policías preventivas municipales quedará bajo la responsabilidad del gobierno estatal, hasta en tanto cese la emergencia.

Artículo 111.- La función de seguridad pública estatal comprende el sistema penitenciario, que se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción a la sociedad de las personas sentenciadas y procurar que no vuelvan a delinquir, observando los beneficios que para ellas prevé la ley. 

El Estado formará un cuerpo policial especializado en la vigilancia de los centros de reinserción social.

Artículo 112.- Los particulares podrán prestar servicios de seguridad privada previa autorización que otorgue el estado, según las disposiciones que al efecto se expidan. Las corporaciones de seguridad privada serán auxiliares de las autoridades estatales de seguridad pública.

Sección Segunda

De la Procuración de Justicia

ARTICULO 113.- La procuración de justicia es una función esencial y por tanto indelegable del Estado que tiene por objeto proteger los intereses de la sociedad y resguardar la observancia de la ley, particularmente por lo que toca a la investigación y persecución de los delitos del orden común. Se ejerce a través de un órgano de la administración pública centralizada, denominado Procuraduría General de Justicia del Estado que se integra por el Ministerio Público, sus órganos auxiliares y áreas de apoyo. 
El Ministerio Público es una institución de buena fe, única e indivisible, que tiene como propósito velar, en el ámbito de su competencia, por la constitucionalidad y legalidad como principios rectores de la convivencia social, así como participar en el diseño, implementación y evaluación de la política criminal del Estado. En el ejercicio de su función de investigación y persecución de los delitos, el Ministerio Público goza de total autonomía, por lo que ningún funcionario del Poder ejecutivo o de cualquier otro poder podrá intervenir en sus decisiones.
La actuación del personal de procuración de justicia se regirá bajo los principios de legalidad, eficiencia, profesionalismo, honradez, imparcialidad, transparencia,  objetividad, independencia y respeto a los derechos humanos.
El Procurador General de Justicia presidirá al Ministerio Público y será el titular de la dependencia, con las facultades y obligaciones que establecen esta Constitución y las leyes. En el ámbito de la investigación y persecución de los delitos, las decisiones del Procurador únicamente estarán sujetas al mandato de la ley.

Artículo 114.- El Procurador General de Justicia del Estado será designado por el gobernador y deberá de ser ratificado por el Congreso del Estado o en los recesos por la diputación permanente, de acuerdo a lo previsto por el segundo párrafo de la fracción XVII del artículo 67 de esta Constitución. En ambos casos bastará con la mayoría relativa. Los requisitos, el ejercicio y la conclusión del cargo de Procurador General, se sujetará a las bases siguientes:

I. Para ocupar el cargo se requerirá: 

1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos;

2. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación;

3. Contar,  con antigüedad mínima de 10 años, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente;

4. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso, y

5. Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.

II.
Antes de tomar posesión de su cargo deberá rendir la protesta de ley ante el Gobernador del Estado;

III.
El período constitucional del Procurador General será de seis años;

IV.
Sólo podrá ser separado del cargo, antes del vencimiento de su ejercicio, en la forma y términos que fije esta Constitución, la ley de la materia y la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales;

V.
La separación, en los términos antes previstos, será propuesta por el Gobernador del Estado y resuelta en definitiva por el Congreso o en los recesos por la Diputación Permanente;

VI.
En tanto se designe nuevo Procurador General, se apruebe su nombramiento y rinda la protesta de ley, ocupará el cargo el subprocurador que conforme a la ley deba cubrir su ausencia;

VII. 
El cargo será incompatible con cualquier otro empleo, cargo o comisión de carácter público o privado, así como con el ejercicio libre de la profesión de abogado. Sin embargo, podrá realizar labores docentes y actividades de investigación académica y/o científica, en los términos previstos por la ley de la materia. 
Artículo 115.- El Procurador General de Justicia tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

I. Ser el titular y rector de la Procuraduría General de Justicia del Estado y presidir al Ministerio Público;

II. Velar por el respeto de las instituciones constitucionales y los derechos humanos, con cuantas actuaciones exijan su defensa;

III. Participar en el Sistema Nacional de Seguridad Pública y en el Sistema de Seguridad Pública del Estado;

IV. Formular iniciativas de ley ante el Congreso del Estado, en materia de procuración de justicia;

V. Emitir los reglamentos, circulares y demás disposiciones administrativas que regulen los procedimientos, materias, funciones y servicios públicos de su competencia;

VII. Atender las visitas, quejas, propuestas de conciliación y recomendaciones de la Comisión Nacional y de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos;

VIII. Nombrar y remover de conformidad con la ley, a los servidores públicos bajo su dependencia, siempre y cuando el nombramiento no esté previsto de manera especial por esta Constitución o las leyes;

IX. Asignar y desplazar libremente a los servidores públicos en las labores de procuración de justicia, investigación y atención de procesos. Asimismo, determinar el criterio y la posición que la Procuraduría General de Justicia del Estado asumirá en cada caso;

X. Coordinar los trabajos tendientes a conformar las políticas públicas de procuración de justicia en el Estado;

XII. Investigar, por sí o por conducto del personal de su dependencia, de oficio o con base en la denuncia o querella formuladas, los hechos que puedan constituir delito;

XIII. Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos o de situaciones jurídicas en que exista interés público u oponerse a las ejercitadas por otros, cuando proceda;

XIV. Suministrar al Gobernador información sobre las investigaciones cuando sea necesario para la preservación del orden público;

XV. Elaborar cada año el proyecto de presupuesto de la Procuraduría General de Justicia del Estado y hacerlo llegar al Gobernador, para su inclusión en el presupuesto de egresos.  Por la especialidad de la función, cualquier modificación deberá ser puesta a consideración del Procurador General para que fundamente las necesidades planteadas o establezca prioridades; 

XVI. Denunciar ante el Pleno del Tribunal Superior de Justicia las tesis que estime contradictorias para su depuración; y

XVIII. Las demás que le atribuyan las leyes aplicables.

Artículo 158. …

…
…

…

I...

…

…
...

1. 
Podrán promoverse por cualquiera de las partes, según la controversia de que se trate. En las que el Ejecutivo sea parte, podrá estar representado por el titular de la Consejería Jurídica

El Procurador General de Justicia, podrá promover todas las que tengan por materia la procuración de justicia;

2… a      4.

II. ….

…
1. …

a)
El Ejecutivo del Estado por sí o por conducto de quien le represente legalmente. En la materia de procuración de justicia podrán ser promovidas por el Procurador General de Justicia del Estado.

b) ….    a      f)

2…

    3. ….

             a)    a    f)

         4. …

         ….

         ….

Artículo 159. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título, se considerarán servidores públicos, los representantes de elección popular, los miembros del Poder Judicial y de la Procuraduría General de Justicia del Estado, los funcionarios y empleados del Estado, y de los Municipios, y en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública, Estatal o Municipal y en las entidades paraestatales y paramunicipales, así como a los servidores públicos de los organismos a los que esta Constitución otorga autonomía, quienes serán responsables por los actos y omisiones en que incurran en el desempeño de sus funciones. 

Artículo 163. Podrán ser sujetos de juicio político los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; el Gobernador del Estado; los Secretarios del ramo; los subsecretarios; el Procurador General de Justicia del Estado, los Subprocuradores; los directores generales o su equivalente en las entidades y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo y de la Procuraduría General de Justicia del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del Estado; los integrantes de los concejos municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; así como los titulares e integrantes de los consejos y asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación. 

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia. 

…

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados al Congreso del Estado, del Auditor Superior del Estado, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores y los titulares e integrantes de los consejos de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cual fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere. 

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.  

TERCERO. En tanto se expidan e inicien su vigencia las leyes que organicen las funciones de seguridad pública y procuración de justicia, conforme a esta reforma, seguirán en vigor las disposiciones relativas a la Fiscalía General del Estado y vigente el nombramiento de su titular.

CUARTO. En tanto se designa a los titulares de la Procuraduría General de Justicia del Estado y de la Secretaría de Seguridad Pública, el Gobernador del Estado designará a los respectivos encargados del despacho.

QUINTO.- De conformidad con la naturaleza de las funciones de cada una de las áreas que actualmente integran la Fiscalía General del Estado, deberán transferirse los recursos financieros, humanos y materiales a la Procuraduría General de Justicia o la Secretaría de Seguridad Pública, según correspondan respetando los derechos laborales de todos los trabajadores.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y distinguida consideración.
Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 01 de enero de 2012.
ATENTAMENTE
SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN
EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ
LIC. ELISEO MENDOZA BERRUETO

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA, DEL HONORABLE

CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA

En ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 22, fracción V y 170  de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, y de acuerdo con lo dispuesto por los artículos171, 172,173 y 174 de  dicha ley, el suscrito, Diputado integrante del Grupo Parlamentario “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Revolucionario Institucional, me permito presentar una  proposición con punto de acuerdo, para solicitar que la Junta de Gobierno designe una comisión de Diputados para visitar los Ejidos de la región desértica de los Municipios de Cuatro Ciénegas y Ocampo para conocer directamente la situación en que se encuentran los habitantes de estos lugares, elaboren un informe para estar en posibilidad de apoyar sus gestiones y promover  mejoras a sus condiciones de vida.
Respetuosamente solicito que esta proposición con punto de acuerdo sea considerada como  de urgente u obvia resolución, en razón de lo siguiente:

Como es de todos conocido, nuestro Estado y gran parte del País está padeciendo una de las peores sequías  en la historia. Este fenómeno natural, afecta a todo el territorio del Estado, pero se ensaña con las comunidades del  desierto que si bien padecen la falta de agua de manera permanente, en estos momentos se encuentran en  una situación de desastre.
La falta de agua, afecta a todas las actividades de la vida en el campo, los terrenos no tienen vegetación para mantener el ganado, los estanques están prácticamente vacios, los temporales no producen alimentos, el ganado está muriendo y  la falta de agua afecta también a su actividad primordial, la producción de cera de candelilla.
Los productores de cera de Candelilla realizan un trabajo casi heroico para sostener a sus familias, primero deben ir a la cierra a cortar la hierba en condiciones por demás difíciles, algunos disponen de una camioneta y otros transportan su materia prima en burros y mulas. Después proceden a cocer la candelilla, actividad que emplea una buena cantidad de agua que actualmente es muy escasa y es frecuente que  no puedan llevar a cabo su proceso, hasta que junten una buena cantidad de agua. Después, de largas jornadas de trabajo, obtienen el cerote, trasladan su producto a Cuatro Ciénegas que está a seis horas de viaje y no siempre encuentran comprador, o si lo encuentran el precio es reducido. Esta actividad, se encuentra amenazada por la gran dificultad para obtener el cerote además de que los campesinos están expuestos sin ninguna protección a las fuerzas del mercado y con frecuencia se ven obligados a vender su producción a precios reducidos por la falta de compradores.

En los Ejidos como Lucio Blanco, Estanque de León, Cuates de Australia y otros más de los municipios de Cuatro Ciénegas y Ocampo, todo es difícil. 

Es muy difícil llegar y salir porque están a muchas horas de las cabeceras municipales y los caminos están en muy malas condiciones.

Es muy difícil producir alimentos y conservar el ganado por la falta de agua e implementos agrícolas.

Es muy difícil conseguir agua para el consumo humano ya que los que tienen planta de tratamiento de agua normalmente no funciona.

Es muy difícil producir Cera de Candelilla o tallar la lechuguilla y en muchas ocasiones tienen que vender su producción a precios reducidos ya que unos cuantos compradores controlan el mercado.

Es muy difícil comunicarse con las cabeceras municipales o con la Capital del Estado por la lejanía y falta de medios. 

En fin, en esas comunidades todo es extremadamente difícil.

En cada uno de estos  tres ejidos, hace más de cuatro años, se hicieron unas perforaciones para extraer agua. Se encontró el vital líquido a más de 650 metros de profundidad, sin embargo hasta la fecha, esos pozos no han sido equipados y solamente en Estanque de León, hay un equipo operando de manera provisional.
Con respecto a la producción de cera, es imperativo, la creación de un organismo que sirva de amortiguador entre el productor de cerote de candelilla y el mercado, que   module los precios asesore y provea  nuevas tecnologías que le permitan al productor darle un valor agregado a su producto y puedan mejorar sus pocos ingresos.
Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar una proposición con punto de acuerdo en los siguientes términos:
Unico:-  Se solicita a  la Junta de Gobierno que  designe una comisión de Diputados  para visitar   las comunidades del semi desierto, para que elabore un informe sobre las condiciones de vida y trabajo y establezca comunicación con las instancias de gobierno responsables para solicitar la aplicación de  recursos de manera inmediata a la solución de la problemática de los Ejidos..
Dadas las circunstancias de apremio, de los habitantes de estas comunidades respetuosamente solicito a los miembros de este Honorable congreso, que esta proposición con punto de acuerdo, sea considerada como de urgente u obvia resolución, la situación de nuestros hermanos campesinos así lo amerita.

Atentamente

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Fracción Parlamentaria “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”
Partido Revolucionario Institucional.

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez, conjuntamente con el Diputado Edmundo Gómez Garza del Grupo Parlamentario “Licenciada  Margarita Zavala Gómez del Campo” del Partido Acción Nacional, con objeto de que esta Soberanía solicite al Secretario de Finanzas de la entidad, un informe detallado sobre el fraude cometido por empleados del SATEC (hoy Administración Fiscal General) en contra de ciudadanos de la Región Centro; asimismo, que se envíe un atento exhorto a la Fiscalía General del Estado, para que ahonde en las averiguaciones previas correspondientes en relación a los hechos que aquí se mencionan; y, que se solicite a la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, la investigación correspondiente de conformidad a las facultades que la ley le otorga.
Fraude, de acuerdo al Código Penal del Estado, es  la conducta delictiva que consiste en lo siguiente:

ARTÍCULO 424. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE FRAUDE. Comete fraude, el que engañando a alguien o aprovechándose del error en que éste se haya, se haga ilícitamente de alguna cosa o alcance un lucro indebido……
Asimismo, de acuerdo al mismo cuerpo normativo, el fraude y sus variantes se sancionan de la siguiente forma:

(Art. 424.)

I. FRAUDE DE CUANTÍA MENOR. Con prisión de uno a cinco años y multa, cuando el valor de lo defraudado no excede de quinientas veces el salario mínimo.

II. FRAUDE DE CUANTÍA MAYOR. Con prisión de dos a ocho años y multa, cuando el valor de lo defraudado es mayor de quinientas veces el salario mínimo.

ARTÍCULO 425. MODALIDAD AGRAVANTE DE ESTAFA EN EL FRAUDE. Las sanciones mínimas y máximas del artículo anterior se aumentarán en un tercio: Cuando el sujeto pasivo entregue o haga que se entregue la cosa, dinero o equivalente, en virtud de engaño con maquinaciones o artificios que se empleen para obtener la cosa o lucro….

Por otra parte, y por ser de interés para el tema que tratamos en esta proposición, resulta oportuno citar lo que refiere el multicitado Código en cuando al delito de peculado, el cual se detalla bajo la siguiente redacción:

ARTÍCULO 195. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE PECULADO. Se aplicará prisión de dos a ocho años; multa de la mitad a tres tantos del beneficio que obtuvo; destitución de empleo o cargo; e inhabilitación definitiva para desempeñar otro:

Al servidor público que para beneficio propio o ajeno disponga de dinero, valores, fincas o cualquier otra cosa perteneciente a alguna entidad pública; si por razón de su cargo los recibió en administración, depósito u otra causa….

En fecha reciente, los  medios de comunicación de la Región Centro, y del resto del Estado dieron cuenta de un hecho lamentable y vergonzoso: el fraude y abuso de confianza cometido en contra de cientos de habitantes de la región antes mencionada, por parte de empleados del SATEC. Según publicaciones de los medios de Monclova, más de cuatrocientos contribuyentes fueron estafados por empleados de este organismo (Administración Fiscal General) bajo la jugarreta de ofrecer a los deudores de la tenencia vehicular un descuento en sus pagos, a cambio de que la erogación fuese en efectivo.
Es de todos sabido que el dinero recaudado no ingresó a las arcas públicas.   Juan Harb Karam, encargado de la oficina local de la Administración Fiscal General, ha señalado que todos los involucrados ya renunciaron o fueron despedidos.
Sin embargo, estas personas debe ser castigadas con todo el peso de la ley y sometidas a los distintos procedimientos sancionadores aplicables a estos casos, es decir las sanciones administrativas y penales a que haya lugar, como la inhabilitación para ocupar cargos públicos, la reparación del daño a los afectados, y las sanciones de privación de libertad conducentes.
Como Congreso no podemos permitir que un fraude que supera los 20 millones de pesos quede en la impunidad o en el olvido.

La autoridad está obligada a brindarle a los afectados y a toda la ciudadanía respuestas inmediatas y efectivas, ya que se trató de hechos contundentes que no requieren de complejas o “largas investigaciones”.
El combate a la corrupción y a las conductas ilícitas debe ser parte prioritaria del gobierno que encabeza el gobernador Rubén Moreira.

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente:
Proposición con Puntos de Acuerdo:

Que por las características del caso, solicitamos que sea resuelta en la vía de Urgente y Obvia Resolución. 

Único.- Que esta Soberanía solicite al Secretario de Finanzas de la entidad, un informe detallado sobre el fraude cometido por empleados del SATEC (hoy Administración Fiscal General) en contra de ciudadanos de la Región Centro; asimismo, que se envíe un atento exhorto a la Fiscalía General del Estado, para que ahonde en las averiguaciones previas correspondientes en relación a los hechos que aquí se mencionan; y, que se solicite a la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, la investigación correspondiente de conformidad a las facultades que la ley le otorga.

Fundamos esta petición en los artículos 22, Fracción V, 23 Fracción IV, 163, 170, 171, 172 y 173 párrafo tercero,  de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA  MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO” DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Saltillo, Coahuila a 20 enero  de 2012

DIP. FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ

DIP. EDMUNDO GÓMEZ GARZA

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Edmundo Gómez Garza conjuntamente con el Diputado Fernando Simón Gutiérrez Pérez, del Grupo Parlamentario “Licenciada  Margarita Zavala Gómez del Campo” del Partido Acción Nacional, con objeto de que esta Soberanía  acuerde que, por conducto de la Junta de Gobierno, sea conformada una Comisión Especial y plural, que se encargue de los trabajos siguientes: 1) Evaluar el desempeño en lo general de la Auditoría Superior del Estado desde que fue creada la Ley de Fiscalización Superior de la entidad; 2) Analizar las causas verdaderas por las que aún siguen sin dictaminarse y resolverse en definitiva cuentas públicas de diversas entidades y épocas; 3) Revisar la eficacia del ordenamiento antes citado (Ley de Fiscalización Superior...) en cuanto a los objetivos para los que fue creado y, en relación a los principios que deben imperar en la revisión y fiscalización de las cuentas públicas; y 4) Proponer las reformas necesarias de acuerdo  a los resultados de los trabajos antes mencionados.
Al Congreso del Estado le compete el revisar y fiscalizar las cuentas públicas de las entidades de gobierno de Coahuila. Para ello se apoya en el organismo denominado “Auditoría Superior del Estado”; de acuerdo a lo que dispone la fracción XXXIV de la Constitución Política de la entidad.

El dispositivo antes citado establece en su párrafo tercero que: “La Auditoría Superior del Estado es un órgano con autonomía técnica y de gestión, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Dicha autonomía le permitirá el ejercicio de sus atribuciones y la decisión sobre su organización interna, funcionamiento y resoluciones, en los términos que disponga la ley….”
La Ley de Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila, fue publicada en el Periódico Oficial del Estado el día viernes 06 de julio de 2007; se supone que fue el producto de un “análisis y estudio profundo” que en su momento hizo la LVII Legislatura del Estado, para dotar a la entidad de un ordenamiento más eficaz y apegado a las demandas de la ciudadanía, partidos y organizaciones en materia de revisión de las finanzas públicas, en especial, en temas como transparencia, prontitud e imparcialidad en y durante estos procesos de fiscalización, es decir, en pocas palabras, hacer realidad el anhelado sueño de que el ciudadano pueda ver y apreciar sin cortapisas ni limitantes el manejo, administración y destino final del presupuesto público, así como los procesos de investigación y estudio que se practican a las entidades públicas que administran el dinero de los contribuyentes.

La ley en cita abrogó a la entonces llamada “Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda del Estado de Coahuila”; publicada en el Periódico Oficial de la entidad, el día 14 de noviembre de 1989.
A más de cuatro años de la entrada en vigor del ordenamiento que nos rige en materia de Fiscalización de las Cuentas Públicas, todo parece apuntar a que este modelo de fiscalización ha sido un fracaso total, y que los objetivos anhelados por la ciudadanía y las organizaciones ya citadas, quedaron en eso, en un anhelo que aún espera. La Auditoría Superior del Estado, y las legislaturas pasadas (LVII y LVIII) bajo el dominio de los Grupos Parlamentarios del PRI, han hecho del proceso de fiscalización del uso y destino del dinero público, un proceso cargado de vicios y fallas como las que citamos a continuación:
I.- Opacidad.
II.- Congelamiento de los procesos y dictámenes finales de las cuentas públicas con total discrecionalidad e impunidad, convirtiendo a la cuenta pública en un instrumento de control político y en otros casos, de venganzas políticas. El Auditor Superior del Estado ha reconocido que existen cuentas pendientes de aprobar desde antes del 2006, mismas que deben sujetarse al proceso establecido en la abrogada ley que ya mencionamos aquí. Además, bajo la actual Ley de Fiscalización Superior del Estado, el plazo para que la ASE resuelva lo conducente, sumado a los tiempos que se conceden para desahogar observaciones, hacen que el proceso fiscalizador sea en extremo amplio en perjuicio del interés ciudadano y de las facultades que –se supone-, tiene este Congreso para conocer los resultados y someterlos a escrutinio.
III.- Ineficacia plena en los procesos de fiscalización, que han permitido la existencia de fenómenos como el irresponsable endeudamiento del Estado de Coahuila; sin que el órgano fiscalizador ni la hoy desaparecida Secretaría de la Función Pública hayan podido reaccionar a tiempo para por lo menos “frenar parcialmente” este tipo de malos manejos financieros. Y;
IV.- Disminución de las facultades fiscalizadoras del Congreso, al quedar todo o casi todo en manos de la Auditoría Superior del Estado, que opera de forma discrecional, con total opacidad y con expedientes y documentos que sólo ellos conocen.

El segundo párrafo de la fracción XXXIV del Artículo 67 de la Constitución de Coahuila, establece que:

“Serán principios rectores de la fiscalización superior la posterioridad, anualidad, legalidad, definitividad, imparcialidad, confiabilidad, integridad, transparencia, oportunidad, congruencia, inmediatez, suficiencia financiera, independencia y objetividad….”
Coahuila necesita urgentemente un modelo nuevo de Fiscalización de las Cuentas Públicas; un modelo que garantice la transparencia, la prontitud de los procesos, la certeza y el combate a prácticas como el “congelamiento” de los procedimientos, la reserva de expedientes, la discrecionalidad irresponsable e impune y la corrupción en los procesos de revisión.

Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente:
Proposición con Puntos de Acuerdo:
Que por las características del caso, solicitamos que sea resuelta en la vía de Urgente y Obvia Resolución. 
Único.- Que esta Soberanía  acuerde que, por conducto de la Junta de Gobierno, sea conformada una Comisión Especial y plural, que se encargue de los trabajos siguientes: 1) Evaluar el desempeño en lo general de la Auditoría Superior del Estado, desde que fue creada la Ley de Fiscalización Superior de la Entidad; 2) Analizar las causas verdaderas por las que aún siguen sin dictaminarse y resolverse en definitiva cuentas públicas de diversas entidades y épocas; 3) Revisar la eficacia del ordenamiento antes citado en cuanto  a los objetivos para los que fue creado y, en relación a los principios que deben imperar en la revisión y fiscalización de las cuentas públicas; y 4) Proponer las reformas necesarias de acuerdo  a los resultados de los puntos antes mencionados.

Fundamos esta petición en los artículos 22, Fracción V, 23 Fracción IV, 163, 170, 171, 172 y 173 párrafo tercero,  de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA  MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO” DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Saltillo, Coahuila a 20 enero  de 2012

DIP. EDMUNDO GÓMEZ GARZA

 DIP. FERNANDO SIMÓN GUITÉRREZ PÉREZ

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Dip. Fernando Simón Gutiérrez Pérez, conjuntamente con el Dip. Edmundo Gómez Garza del Grupo Parlamentario “Licenciada  Margarita Zavala Gómez del Campo” del Partido Acción Nacional, con objeto de que esta Soberanía  instruya a la Junta de Gobierno para que en un plazo no mayor a 15 días naturales, realice las acciones de rigor para conformar una Comisión Especial, que se encargue de dar seguimiento al tema de la Deuda de Coahuila, sus implicaciones, las investigaciones en curso y el destino y aplicación de los recursos obtenidos con los empréstitos adquiridos. Así como de mantener una estrecha comunicación y colaboración con las autoridades investigadoras a fin de que esta Legislatura pueda contar con información veraz y oportuna para los efectos que se estimen pertinentes.

Coahuila enfrenta un endeudamiento que supera los 37 mil millones de pesos, de los cuales, la mayor parte se obtuvieron con créditos contratados de forma ilegal con la banca nacional.
Desde que el escándalo fue destapado por los ex diputados del PAN en este Congreso, y confirmado luego el desfalco por el entonces Secretario de Hacienda y Crédito Público Ernesto Cordero; tres conductas han sido constantes en los servidores públicos de Coahuila encargados de las finanzas: primero la negación sistemática del monto de la deuda; luego, el afirmar que nadie tuvo la culpa y que a todos les “falsificaron las firmas”; y, finalmente, la total falta de transparencia en el tema; así como la falta de información de donde se aplicaron los recursos.

La sociedad coahuilense demanda las siguientes acciones:
I.- Que se aclare el origen de la deuda con precisión y veracidad.
II.- Que se exhiban los documentos que sustentan la misma, incluyendo aquellos que fueron falsificados o alterados.
III.- Que todos los responsables den la cara y sean llevados ante tribunales y ante las autoridades administrativas competentes; y:
IV.- Que los daños sean reparados y resarcidos por los mismos responsables; que la sanción no se limite a una inhabilitación, una multa o una fría celda. Sino que se exijan las responsabilidades resarcitorias a los implicados, y que respondan estos con sus bienes y propiedades hasta donde la ley lo permita.
Coahuila enfrenta la  mayor devastación financiera, política e institucional de que se tenga memoria. El gobernador del Estado se ha visto en la necesidad de recortar el gasto de secretarías vitales para los coahuilenses; como la Secretaría de Salud y la de Obras Públicas y Transportes en un porcentaje que supera el 70%; además de recortar otras áreas muy sensibles como la que se refiere a la Policía Preventiva Estatal, que ahora que regresa a ser Secretaría, contará con un presupuesto en extremo bajo; lo anterior  aunado al incremento de los impuestos que van desde un 200 a 1000 %, la no eliminación de la tenencia, etc.

Todo por las consecuencias del Megaendeudamiento que la pasada administración le endilgó a nuestro Estado. 
Lo menos que podemos hacer ahora es colaborar como Congreso y de acuerdo a nuestras facultades, en el seguimiento de las investigaciones que sobre este tema ya realizan la PGR, la Fiscalía General del Estado, y otras dependencias.
En fecha reciente Javier Villarreal se ha sustraído a la acción de la justicia, aprovechando una fianza que jamás debió serle otorgada por el juez, dada la gravedad de sus delitos y el monto multimillonario de lo defraudado ¿Esa es la justicia que las autoridades locales planean aplicar a los responsables de la deuda? ¿Simulación? ¿Farsas preparadas para dejarlos escapar al extranjero?
Somos el Congreso del Estado, el Artículo 67 de la Constitución local en sus diversas fracciones señala que tenemos el deber y la facultad de revisar y fiscalizar las finanzas públicas; así como de hacer que se cumplan las leyes federales y locales.
La ciudadanía espera que actuemos, no que seamos cómplices pasivos y silenciados por intereses perversos y oscuros; Coahuila nos demanda acciones reales, inmediatas, transparentes e imparciales.

Por vergüenza, dignidad e integridad, debemos dar los resultados que la sociedad espera.
Por las razones expuestas, presentamos a esta soberanía la siguiente:

Proposición con Punto de Acuerdo:

Que por las características del caso, solicitamos que sea resuelta en la vía de Urgente y Obvia Resolución. 

Único.- Que esta Soberanía  instruya a la Junta de Gobierno  para que en un plazo no mayor a 15 días naturales, realice las acciones de rigor para conformar una Comisión Especial, que se encargue de dar seguimiento al tema de la Deuda de Coahuila, sus implicaciones, las investigaciones en curso y el destino y aplicación de los recursos obtenidos con los empréstitos adquiridos. Así como de mantener una estrecha comunicación y colaboración con las autoridades investigadoras a fin de que esta Legislatura pueda contar con información veraz y oportuna para los efectos que se estimen pertinentes.

Fundamos esta petición en los artículos 22, Fracción V, 23 Fracción IV, 163, 170, 171, 172 y 173 párrafo tercero,  de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila.

ATENTAMENTE

Saltillo, Coahuila a 20 enero  de 2012

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “LICENCIADA  MARGARITA ESTHER ZAVALA GÓMEZ DEL CAMPO” DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

DIP. FERNANDO SIMÓN GUTIÉRREZ PÉREZ

DIP.  EDMUNDO GÓMEZ GARZA

H. CONGRESO DEL ESTADO  INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PALACIO DEL CONGRESO

SALTILLO, COAHUILA
El suscrito Diputado Samuel Acevedo Flores, en representación del Partido Socialdemócrata del Estado de Coahuila,  en uso de las facultades que me confiere el artículo 22 en su fracción V, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano del Estado de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del pleno de esta soberanía popular  la siguiente proposición con punto de acuerdo:

Se envié una excitativa al Consejo del la Judicatura para que remita al Titular del Poder Ejecutivo la terna  de los candidatos  Magistrados a integrar el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, con la finalidad de dar vigencia en  lo estipulado en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza en artículo  138, así como lo establecido en el  Titulo Tercero Capítulo IV Ter de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza,   en lo relacionado con el funcionamiento del citado Tribunal. 

 Lo anterior bajo la siguiente:

Exposición de motivos.

El estado de derecho en el cual vivimos en la actualidad, ha provocado una mayor intervención del gobierno a través de las actividades administrativas realizadas por la administración pública, pero existe un problema cuando a consecuencia de dichas actividades, se lesionan los intereses de los particulares, es así como toma vigencia la búsqueda de la justicia administrativa en el desarrollo de nuestra sociedad como uno de los valores jurídicos primordiales; Ante la creciente necesidad de que la población tenga la justicia al alcance de las manos y esta sea pronta y expedita , se regula en la legislación el nacimiento del Tribunal de lo Contencioso Administrativo,  el mismo que tiene como objetivo el resolver las controversias que se susciten en relación con la legalidad, interpretación, cumplimiento y efectos de actos, procedimientos y resoluciones de naturaleza administrativa y fiscal, que emitan, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades de la Administración Pública del Estado y de los Municipios, según  lo define la ley;  Sin embargo,  esto es letra muerta, puesto que no es llevada a la práctica , por la falta de existencia del órgano de la materia,  se rompe así  el Estado de Derecho,  dejando en total de indefensión al particular, quedando  en total inoperancia lo contenido en los ordenamientos citados, es por ello de vital importancia,  y como algo impostergable  que este Congreso del Estado,  genere las condiciones necesarias y aliente a las demás instituciones a que en cumplimiento de su responsabilidad constitucional realicen todos y cada uno de los actos que actualicen la creación del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

El juicio contenciosos administrativo constituye el medio de control jurisdiccional de los actos de la administración pública, puesto que representa una instancia por medio de la cual los administrados pueden lograr la defensa de sus derechos e intereses, cuando se ven afectados por actos administrativos ilegales,  en nuestro estado se encuentran diversos ordenamientos legales que regulan dichos actos, Sin embargo la aplicación de la ley no se actualiza al no contar con el órgano para ello, es por lo cual es momento de que se dé la importancia  primordial, al ámbito administrativo,  La que debe tener,  el proceso administrativo en nuestros días, la  que satisfaga de forma ágil y eficiente con plenitud,  la nueva competencia administrativa. 

Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorga el  Artículo 22 en su fracción V de la Ley Orgánica del Congreso  del Estado y con fundamento en los Artículos 170, 171, 172, 173 y demás relativos del citado ordenamiento, me presento por este conducto para someter como de urgente y obvia resolución, a la consideración de este Pleno el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO.- Se envié excitativa al Consejo de la Judicatura a fin de que proporcione al Titular del Poder Ejecutivo la terna de los candidatos Magistrados, a integrar el Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

SEGUNDO.- Que con fundamento en lo estipulado en el numeral 146 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza el titular del Poder Ejecutivo, tenga a bien seleccionar a  los Magistrados que integraran el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, de la terna que para tal efecto exhiba o remita el Consejo de la Judicatura. 

TERCERO.-  Que una vez efectuada la selección de los Magistrados candidatos a integrar el Tribunal de lo Contencioso Administrativo por el Titular del Poder Ejecutivo del Estado, éste último tenga a bien remitirla para su debida aprobación a este H. Congreso. 

CUARTO.-  Así mismo solicito que el presente punto de acuerdo sea turnado a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para su debido estudio y posterior dictamen. 
Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza  a 17 de enero de 2012,  Saltillo, Coahuila.
DIPUTADO SAMUEL ACEVEDO FLORES

H. CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

PALACIO DEL CONGRESO

SALTILLO, COAHUILA

Samuel Acevedo Flores, Diputado de la LIX Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, me presento ante esta Soberanía Popular a presentar  una proposición con  punto de acuerdo para que este H.  Congreso del Estado solicite a la Secretaria de la Función Pública y a la Administración Fiscal General antes SATEC, rinda un informe a este Congreso sobre la investigación  que en relación al  fraude cometido en contra de ciudadanos monclovenses en el cobro de sus derechos vehiculares, se está practicando y del cual se dio cuenta a través de diversos medios de comunicación y particularmente de la región centro.

El Punto de acuerdo que se propone lo sustento a través de la siguiente:

Exposición de motivos
Las garantías de mas de 400 ciudadanos de Monclova Coahuila y de la región centro de nuestro Estado,  han sido vulneradas por funcionarios de la Administración Fiscal General, antes SATEC, quien les ofreció realizar su pago en efectivo a cambio de un descuento en su adeudo por los derechos vehiculares y no realizarlo en ventanilla bancaria como es debido,  de esta manera sus pagos no se reflejaron en la cuenta de la Institución,  por lo que su adeudo de tenencia y derechos vehiculares sigue vigente.

El Congreso del Estado como expresión legitima de la representación popular  debe ser garante del los derechos y patrimonio de los coahuilenses, no podemos permanecer ajenos a estos hechos que trastocan el buen funcionamiento de las instituciones, es por ello que debemos pronunciarnos y estar atentos a que las dependencias involucradas y responsables en cumplimiento de su responsabilidad,  respeten los derechos de las personas afectadas por el fraude cometido y se garantice el respeto a su patrimonio, también solicitamos  que la Institución presente un informe detallado sobre el estado de las investigaciones realizadas hasta el momento, con la finalidad de garantizar que se de  el debido seguimiento al caso y las personas encargadas de realizar el ya mencionado fraude sean sancionadas conforme a la ley.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado solicito a mis compañeras y compañeros legisladores su aprobación  para la siguiente:

Proposición con punto de acuerdo
Primero.- Que el Congreso del Estado solicite al Titular de la Administración Fiscal General, rinda un informe sobre las investigaciones que se están realizando en relación al fraude cometido en contra de los ya mencionados ciudadanos coahuilenses concerniente  al pago a sus derechos vehiculares, en la región centro de nuestro Estado

Segundo.- Que la Secretaria de la Función publica realice la investigación correspondiente al caso que  nos ocupa y ejercite las medidas administrativas y penales correspondientes a fin de que se salvaguarde el patrimonio de los contribuyentes afectados

Por la Representación Parlamentaria del Partido Socialdemocrata de Coahuila

Diputado Samuel Acevedo Flores

LIC. ELISEO MENDOZA BERRUETO

PRESIDENTE DEL HONORABLE

CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA

En ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 22, fracción V y 170  de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, y de acuerdo con lo dispuesto por los artículos171, 172,173 y 174 de  dicha ley, el suscrito, Diputado integrante del Grupo Parlamentario “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Revolucionario Institucional, presento la proposición con punto de acuerdo, para solicitar que se publique  en el portal de internet del Congreso del Estado de Coahuila, las exposiciones de motivos que se tengan en los archivos de todas las Leyes estatales vigentes, así como el nombre de quienes presentaron las iniciativas. 

De acuerdo a lo siguiente:
En el portal de internet del Congreso del Estado, se publican las Leyes estatales vigentes. Si bien esta publicación no tiene efectos jurídicos, tiene un enorme valor público ya que proporciona al ciudadano la posibilidad de informarse con detalle con respecto a las normas que rigen a la sociedad. Es indudable  que en la medida en que las personas estén más informadas con respecto a las normas que nos rigen, tendrán más elementos de defensa contra posibles actos de corrupción, y una función permanente de todo Congreso debe ser el procurar que cada día nuestras Leyes sean más conocidas por la población en general.
La exposición de motivos de una Ley o una Reforma, ayuda a comprenderla mejor ya que refiere las razones que tiene el legislador para proponerla y lo que pretende con su aplicación, además la exposición de motivos, forma parte del derecho positivo y con frecuencia, se le cita para fundamentar alegatos o soportar sentencias. Por eso es importante  que los ciudadanos tengan acceso de manera sencilla al contenido de estos documentos, que si bien se pueden obtener de los archivos del Congreso, su publicación en el portal de internet facilitaría enormemente el acceso a los mismos.
Otro aspecto del mismo tema es la importancia de que se conozca el origen de las iniciativas que se convierten en Leyes o Reformas de Ley. Esto indudablemente que será un incentivo para mejorar el trabajo Legislativo.
Se podría decir, que estos documentos están disponibles en los archivos del Congreso, pero es importante que el acceso a esta información no requiera una solicitud formal, sino  que esté  disponible por medios sencillos y modernos en todo el territorio del Estado a través del ingreso al portal de internet.
Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar la siguiente proposición con punto de acuerdo:
Único.- Instrúyase a la Oficialía Mayor,  para que se incorpore en el portal de internet del Congreso de Estado de Coahuila una sección que contenga las exposiciones de motivos de todas las Leyes y reformas vigentes, así como el origen de las mismas.

Respetuosamente solicito que esta proposición con punto de acuerdo, sea turnada al consejo editorial de este congreso para el trámite correspondiente.  
Atentamente

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Fracción Parlamentaria “Profesora Dorotea de la Fuente Flores”

Partido Revolucionario Institucional.





































� Reforma a la Constitución Política del Estado de Coahuila, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 16 de marzo de 2009.






